	


Magistrada Ponente: YOLANDA JAIMES GUERRERO

Exp. Nº 2002-0492


Mediante escrito presentado el día 5 de junio de 2002, el abogado Reinaldo Jesús Guilarte Lamuño, inscrito en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el Nº 84.455, actuando con el carácter de apoderado judicial del la sociedad mercantil Orinoco Iron C.A., sociedad mercantil inscrita en el Registro Mercantil Segundo de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda, en fecha 27 de febrero de 1996, quedando anotada bajo el Nº 2, tomo 218-A Sgdo, interpuso recurso contencioso administrativo de nulidad conjuntamente con acción de amparo constitucional de carácter cautelar, “en contra del acto denegatorio tácito que operó en virtud de la negativa en la que incurrió la Ministro del Trabajo al no haber dado respuesta dentro del lapso previsto en la Ley Orgánica del Trabajo al Recurso Jerárquico y/o Apelación interpuesta por mi representada en fecha 28 de febrero de 2002 en contra del acto administrativo dictado por la Inspectoría del Trabajo en (sic) la Zona del Hierro del Estado Bolívar en fecha 27 de diciembre de 2001”. 
Del anterior escrito y sus anexos, se dio cuenta en Sala el 11 de junio de 2002, y por auto de esa misma fecha se designó ponente, a la Magistrada Yolanda Jaimes Guerrero, quien con tal carácter suscribe el presente fallo.
Por diligencia del 15 de octubre de 2002, el recurrente solicitó que se dictara sentencia acerca de la admisión del recurso interpuesto.
Mediante diligencias de 5 y 19 de diciembre de 2002, la impugnante solicitó se emitiera la decisión correspondiente acerca de la admisión del recurso interpuesto.
 
I

FUNDAMENTOS DEL RECURSO 
Se debe señalar que la accionante expresa, que el recurso se interpone en contra del acto denegatorio tácito que operó en virtud de la negativa en la que incurrió la Ministro del Trabajo de decidir el Recurso Jerárquico y/o Apelación intentado por su representada contra del acto administrativo dictado por la Inspectoría del Trabajo de la Zona del Hierro del Estado Bolívar en fecha 27 de diciembre de 2001, mediante el cual se desestimaron todos y cada uno de los alegatos y defensas presentados en su oportunidad por la impugnante, con respecto al pliego de peticiones presentado por el Sindicato de Trabajadores de la Empresa Orinoco Iron C.A. (SINTRAORIA), el 27 de septiembre de 2001, y que ordenó a su vez, la continuación de las discusiones del referido pliego de peticiones.
 En este sentido indica la actora, que la decisión de la mencionada Inspectoría del Trabajo y que fuere ratificada en virtud del silencio administrativo en que incurrió la Ministro del Trabajo y cuya negativa constituye el objeto del presente recurso,  adolece del vicio de falso supuesto de derecho al distorsionar el contenido y alcance de los artículos 198, 199 y 201 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo. Particularmente se expresa, que “la norma contenida en el artículo 201 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, la cual sirvió de fundamento para que la Inspectoría del Trabajo de la Zona del Hierro determinara que los alegatos y excepciones efectuados por mi representada habían sido objeto de decisión al momento de la presentación del Pliego, fue totalmente distorsionada en cuanto a su alcance y contenido, con lo cual la Decisión Impugnada fue dictada sobre la base de un falso supuesto de derecho, lo cual acarrea su nulidad absoluta y así solicitamos que sea declarado por este Despacho Administrativo (sic) al momento de dictar su fallo definitivo”.
Por otra parte se arguye, que  la tantas veces mencionada Inspectoría del Trabajo al dictar el acto recurrido (ratificado en virtud del silencio administrativo de la Ministro del Trabajo), prescindió “total y absolutamente” de actos esenciales del procedimiento legalmente establecido para el pliego de peticiones, vulnerando el derecho de petición y al debido proceso al desaplicar el artículo 145 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo. Así, el Inspector del Trabajo incurrió en tal omisión cuando se abstuvo de verificar la existencia ó no de la representatividad que se adjudicaba la organización sindical. 

Asimismo, se argumenta que “La decisión impugnada, ratificada por el silencio administrativo del Ministerio del Trabajo, violó flagrantemente el principio de seguridad jurídica, el principio de igualdad ante la Ley y el principio de confianza legítima, toda vez que la Inspectoría del Trabajo dictó contra mi representada un acto gravoso para sus intereses, fundamentándose en los mismos supuestos fácticos sobre los cuales (sic) anteriormente favoreció a otros administrados ... omissis ... no dio a mi representada el trato que siempre ha venido dando frente a la presentación de excepciones y defensas en un Pliego de Peticiones, con lo cual ese Despacho Administrativo quebrantó el derecho constitucional de la seguridad jurídica, el principio de igualdad ante la Ley, y la confianza legítima que tenía mi representada de que los alegtos y/o defensas por ella formulados iban a ser decididos de la misma forma y con el mismo alcance jurídico con que se ha hecho en todos los casos en los que se había presentado excepciones y defensas en un Pliego de Peticiones”.
En lo concerniente a la solicitud de amparo cautelar, expresa la recurrente que la decisión dictada por la Inspectoría del Trabajo en fecha 27 de diciembre de 2001, así como el acto denegatorio tácito del Ministerio del Trabajo que la confirma, violó su derecho a la defensa al no haberse pronunciado acerca de ninguna de las argumentaciones y defensas por ella formuladas, “asumiendo una conducta arbitraria y cercenando completamente el derecho a la defensa de mi representada al afirmar que sus defensas habían sido verificadas por dicho despacho al momento de la presentación del pliego, cuando lo cierto es que ni el alegato de falta de representatividad, ni el alegato de inexistencia de la asamblea que acordó el pliego (argumentadas por mi representada) se encuentra dentro de los requisitos que debe verificar el Inspector del Trabajo a  la presentación del pliego conforme a lo dispuesto en el artículo 198 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo.
Esta presunción de buen derecho se deriva del estudio de las copias certificadas de todo el expediente administrativo abierto con ocasión de la presentación del Pliego de Peticiones presentado por el sindicato SINTRAORI a los fines de ser discutido con la empresa ORINOCO IRON C.A., de los cuales se desprende que la referida empresa formuló alegatos y/o excepciones en la oportunidad legal pertinente y que la Inspectoría del Trabajo de la Zona del Hierro del Estado Bolívar no entró a conocer de las defensas opuestas alegando que éstas habían sido constatadas por dicho despacho al momento de la presentación del pliego...”.
Se continúa afirmando que la decisión impugnada violó el derecho constitucional de petición “al no habérsele dado adecuada respuesta a su solicitud de verificación de firmas efectuada al momento en que se formuló alegatos” y que con la medida cautelar se busca prevenir o evitar que se agrave o se produzca el daño mientras se decide el litigio, siendo que el peligro “se desprende de la orden dictada por la Inspectoría del Trabajo de la Zona del Hierro del Estado Bolívar en la decisión impugnada de dar continuidad a las negociaciones ... omissis ... Las consecuencias que se derivan del referido acto serían irreparables de no ser suspendidos sus efectos, pues si luego que mi representada se encuentre negociando el Pliego de Peticiones presentado por el sindicato SINTRAORI, éste último resultare no tener la representatividad que se arguye, carecería de legitimidad para hacer valer sus actuaciones, todo lo cual traería como consecuencia que todos los acuerdos realizados entre SINTRAORI y ORINOCO IRON C.A., resultarían nulos e inexistentes. En este sentido evidentemente que mi representada podría sufrir daños patrimoniales producto de los acuerdos arribados, los cuales no podrían ser reparados por la decisión definitiva...”.
En este mismo orden de ideas, señala la accionante que igualmente podría sufrir un perjuicio irreparable si se le obliga a negociar con  SINTRAORI, pues los derechos de los trabajadores que se originen tendrían que ser asumidos por ella, creándose un interés subjetivo y patrimonial que desaparecería si dicho sindicato no resultare legítimo, lo cual causaría un ambiente de gran inseguridad en las relaciones entre la empresa ORINOCO IRON C.A., y los trabajadores que laboran para la recurrente.
Finalmente indica el impugnante, que “en forma subsidiaria y para el supuesto negado que esta Sala estime que la protección cautelar solicitada no puede ser satisfecha por vía de la suspensión de la negociación del Pliego de Peticiones, solicitamos se dicte cualquier otra medida cautelar”.
II

PUNTO PREVIO

 
 
Previamente a realizar cualquier otra consideración, es menester destacar que por sentencia de fecha 15 de marzo de 2001, publicada el día 20 de marzo del mismo año, en el caso Marvin Enrique Sierra, esta Sala Político-Administrativa, luego de concluir en la necesidad de reforzar la idea de una tutela judicial efectiva, consideró de obligada revisión el trámite que se le había venido dando a la acción de amparo ejercida de forma conjunta, pues si bien con ella se persigue la protección de derechos fundamentales, ocurre que el procedimiento seguido al efecto se ha mostrado incompatible con la intención del constituyente de 1999, el cual se encuentra orientado a la idea de lograr el restablecimiento de derechos de rango constitucional en la forma más expedita posible.
Por ello se estableció que el carácter accesorio e instrumental propio del amparo ejercido de manera conjunta, hace posible asumirlo en idénticos términos que una medida cautelar, con la diferencia de que el primero alude exclusivamente a la violación de derechos y garantías de rango constitucional, circunstancia ésta que por su trascendencia, hace aún más apremiante el pronunciamiento sobre la procedencia de la medida solicitada. 
Atendiendo a tales consideraciones y al poder cautelar del juez contencioso-administrativo, vista la celeridad e inmediatez necesarias para atacar la trasgresión de un derecho de naturaleza constitucional, estimó la Sala que en tanto se sancione la nueva ley que regule lo relacionado con la interposición y tramitación de esta especial figura, es necesaria la inaplicación del trámite previsto en los artículos 23, 24 y 26 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, por considerar que el mismo es contrario a los principios que informan la institución del amparo, lo cual no es óbice para que continúen aplicándose las reglas de procedimiento contenidas en dicha ley, en todo aquello que no resulte incongruente a la inmediatez y celeridad requerida en todo decreto de amparo. 

En su lugar, acordó una tramitación similar a la seguida en los casos de otras medidas cautelares, por lo que, una vez admitida la causa principal por la Sala, debe emitirse al mismo tiempo un pronunciamiento sobre la providencia cautelar de amparo solicitada, con prescindencia de cualquier otro aspecto, cumpliéndose así con el propósito previsto en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. 

Afirmó la Sala en el fallo citado, que la tramitación así seguida no reviste en modo alguno, violación del derecho a la defensa de la parte contra quien obra la medida, pues ésta podrá hacer la correspondiente oposición, una vez ejecutada la misma, siguiendo a tal efecto el procedimiento pautado en los artículos 602 y siguientes del Código de Procedimiento Civil; ello ante la ausencia de un iter indicado expresamente por la Ley, conforme a la previsión contenida en el artículo 102 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia; procediendo entonces este Máximo Tribunal, previo el examen de los alegatos y pruebas correspondientes, a la revocación o confirmación de la medida acordada como consecuencia de la solicitud de amparo cautelar.
Concluye así la Sala, que cuando se proponga la solicitud de amparo conjuntamente con la acción de nulidad, una vez decidida la admisibilidad de la acción principal, deberá resolverse de forma inmediata sobre la medida cautelar requerida y en caso de ser acordada, se abrirá cuaderno separado con el objeto de tramitar la oposición respectiva, remitiéndose éste seguidamente al Juzgado de Sustanciación conjuntamente con la pieza principal contentiva del recurso de nulidad, a fin de que se continúe la tramitación correspondiente. 
 
III

COMPETENCIA DE LA SALA

 
Clarificado lo anterior debe la Sala pronunciarse previamente acerca de su competencia, para lo cual observa:
En primer término, es preciso señalar que ha sido jurisprudencia reiterada de esta Sala, que cuando el recurso contencioso-administrativo de nulidad sea ejercido conjuntamente con acción de amparo constitucional, ésta última se convierte en accesoria de la acción principal, en virtud de lo cual, la competencia para conocer de ambos asuntos será determinada por la competencia para conocer del recurso de nulidad que es la acción principal.
Así se observa de las argumentaciones de la impugnante, que el recurso interpuesto deviene del silencio administrativo en que presuntamente incurrió la  Ministra del Trabajo, al momento que le correspondía decidir la apelación  intentada contra el acto administrativo dictado por la Inspectoría del Trabajo de la Zona del Hierro del Estado Bolívar en fecha 27 de diciembre de 2001, mediante el cual el Inspector del Trabajo desestimó los alegatos y defensas por ella opuestas en contra del pliego de peticiones introducido por el Sindicato de Trabajadores de la Empresa Orinoco Iron, C.A..  
En este sentido, para la determinación de la competencia es necesario transcribir parcialmente lo dispuesto en el artículo 519 de la Ley Orgánica del Trabajo, el cual es del tenor siguiente:
“Artículo 519. Las partes convocadas para la negociación de una convención colectiva sólo podrán formular alegatos y oponer defensas sobre la improcedencia de las negociaciones en la primera reunión que se efectúe de conformidad con la convocatoria. Vencida esa oportunidad no podrán oponer defensas. Opuestas defensas, el Inspector del Trabajo decidirá  dentro de los ocho (8) días hábiles siguientes sobre su procedencia. Contra la decisión del Inspector del Trabajo se oirá apelación en un solo efecto por ente el Ministro del ramo. El lapso para apelar será de diez (10) días hábiles. Si el Ministro no decidiere dentro del lapso previsto en la Ley de Procedimientos Administrativos o lo hiciere en forma adversa, el sindicato podrá recurrir dentro de los cinco (5) días siguientes ante la jurisdicción Contencioso-Administrativa, la que decidirá en forma breve y sumaria...”. (resaltado de la Sala)
 

Ahora bien, como quiera que en el presente caso la actora ejerció el “recurso de apelación” (en el entendido que se trata de un efectivo recurso jerárquico propio de sede administrativa) ante la Ministra del Trabajo de la decisión dictada por el Inspector del Trabajo de la Zona del Hierro del Estado Bolívar, sin que conste en el expediente haber obtenido respuesta oportuna por parte de la Ministra del Trabajo, que resolviera sobre su petición, se entiende que el examen del presente recurso corresponde a esta Sala Político Administrativa, por ser el Tribunal competente para conocer de la nulidad o inconstitucionalidad de los actos administrativos individuales del Poder Ejecutivo Nacional, al agotarse en la aludida autoridad administrativa la instancia en sede administrativa, en virtud de la presunta abstención de pronunciamiento de la apelación ejercida por el accionante.
Es así como en definitiva, el acto recurrido deviene de la mencionada Inspectoría del Trabajo - según el cual se desestimó las defensas de la representación patronal y que fuera “apelado” por ante la Ministra del Trabajo- y que por efecto del silencio administrativo en que presuntamente se incurrió, se subsume en el supuesto de hecho de la norma antes transcrita y configura la competencia especial y excepcional en materia del trabajo a favor de la jurisdicción contencioso administrativa, de conformidad con el artículo 42, numeral 10º, de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, en virtud de lo cual es competente esta Sala para decidir el recurso interpuesto. Así se declara.
 
IV
ADMISIÓN DEL RECURSO DE NULIDAD

 
Efectuadas las anteriores consideraciones, procede la Sala a pronunciarse sobre la admisión del recurso de  nulidad incoado, a los solos fines de proceder a conocer de la petición cautelar de amparo; a tal efecto deben examinarse las causales de inadmisibilidad de los recursos de nulidad, previstas en el artículo 124 de la Ley que rige las funciones de este Máximo Tribunal, en concordancia con lo preceptuado en el artículo 84 eiusdem, sin proferir pronunciamiento alguno con relación a la caducidad de la acción ni al agotamiento previo de la vía administrativa, cuestiones éstas que serán revisadas al momento de la admisión definitiva que realice el Juzgado de Sustanciación.
Ahora bien, visto que el recurso interpuesto no incurre en el resto de las causales de inadmisibilidad previstas en las citadas normas, el mismo se admite cuanto ha lugar en derecho. Así se declara.

 
V
DE LA MEDIDA CAUTELAR DE AMPARO
 

Con el propósito de evitar una lesión irreparable o de difícil reparación en el orden constitucional mientras se decide el recurso de nulidad interpuesto, procede esta Sala a revisar los requisitos de procedencia de la medida cautelar de amparo constitucional solicitada. Es así como debe analizarse en primer término el fumus boni iuris, con el objeto de concretar la presunción grave de violación o amenazas de violación del derecho o derechos constitucionales alegados por la parte accionante, para lo cual es necesario no un simple alegato de perjuicio, sino la argumentación y la comprobación de hechos concretos de los cuales nazca la convicción de violación a los derechos constitucionales del accionante; y en segundo lugar, el periculum in mora, determinable por la sola verificación del extremo anterior, pues la circunstancia de que exista una presunción grave de  violación de un derecho de orden constitucional, el cual por su naturaleza debe ser restituido en forma inmediata, conduce a la convicción de que debe preservarse ipso facto la actualidad de ese derecho, ante el riesgo inminente de causar un perjuicio irreparable en la definitiva a la parte que alega la violación.

Examinado el presente caso se observa, que  se señalan como vulnerados los derechos constitucionales a la defensa y a formular peticiones y obtener oportuna respuesta. El derecho a la defensa es presuntamente violado cuando la Inspectoría del Trabajo de la Zona del Hierro del Estado Bolívar no se pronunció acerca de ninguna de sus argumentaciones presentadas por la impugnante “escudándose en una disposición legal que claramente no era aplicable al caso particular ... omissis ... y cercenando completamente el derecho a la defensa de mi representada al afirmar que sus defensas habían sido verificadas por dicho despacho al momento de la presentación del pliego, cuando lo cierto es que ni el alegato de falta de representatividad, ni el alegato de inexistencia de la asamblea que acordó el pliego (argumentadas por mi representada) se encuentra (sic) dentro de los requisitos que debe verificar el Inspector del Trabajo a  la presentación del pliego conforme a lo dispuesto en el artículo 198 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo”.
Mientras que la presunta vulneración del derecho constitucional de petición deviene del hecho de que en su oportunidad se alegó como causal de  improcedencia de efectuar cualquier negociación, la falta de representatividad del sindicato presentante del pliego sobre lo cual la mencionada Inspectoría del Trabajo debió haber dado respuesta, circunstancia ésta que no ocurrió.

Así las cosas, es conveniente para la Sala destacar que para satisfacer la solicitud de tutela cautelar en los términos empleados por el demandante, sería necesario verificar las denunciadas violaciones llevadas a cabo dentro procedimiento administrativo y ello implicaría el examen de la apreciación que efectuó la autoridad administrativa de normas legales y sublegales. Esta situación queda evidenciada de los propios argumentos del recurrente, cuando afirmó que el Inspector del Trabajo de la Zona del Hierro del Estado Bolívar omitió referirse a las defensas invocadas “escudándose en una disposición legal que claramente no era aplicable al caso particular ... omissis ... lo cierto es que ni el alegato de falta de representatividad, ni el alegato de inexistencia de la asamblea que acordó el pliego (argumentadas por mi representada) se encuentra (sic) dentro de los requisitos que debe verificar el Inspector del Trabajo a  la presentación del pliego conforme a lo dispuesto en el artículo 198 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo”.
En este sentido estableció la Sala en decisión de fecha 10 de julio de 1991, caso: Tarjetas Banvenez:

“(...) el accionante en amparo debe invocar y demostrar que se trata de una vulneración constitucional flagrante, grosera, directa e inmediata, lo cual no significa -se precisa ahora- que el derecho o garantía de que se trate no estén desarrollados o regulados en textos normativos de rango inferior, pero sin que sea necesario al juzgador acudir o fundamentarse en ellos para detectar o determinar si la violación constitucional al derecho o garantía se ha efectivamente consumado. De no ser así -ha dicho también esta Sala- no se trataría entonces de una acción constitucional de amparo sino de otro tipo de recurso, por ejemplo, el contencioso administrativo, cuyos efectos anulatorios no se corresponden con los restitutorios del amparo (...)”. (Negrillas de la Sala).
Por las razones arriba expuestas, y en razón de no haber quedado verificada la concreción de la presunción grave de violación o amenaza de violación de los derechos constitucionales señalados por el impugnante, es por lo que resulta forzoso para la Sala declarar inadmisible la acción cautelar de amparo solicitada por la recurrente. Así se declara.

Ahora bien, debido a que el pronunciamiento de la Sala con respecto a la admisibilidad de la acción principal, se ha hecho con el objeto de proceder a conocer la petición de amparo constitucional y no se han revisado los extremos de caducidad de la acción y agotamiento de la vía administrativa, tal y como fue precedentemente señalado, se ordenará en la parte dispositiva de este fallo remitir las presentes actuaciones al Juzgado de Sustanciación para la revisión definitiva de las causales de inadmisibilidad previstas en los artículos 84 y 124 eiusdem de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia; así una vez verificados los referidos extremos por el Juzgado de Sustanciación y en caso de ser procedente la admisión, éste ordenará abrir el cuaderno separado contentivo de la solicitud de medida cautelar y remitirlo a esta Sala para el  pronunciamiento correspondiente. Así se declara.
 
VI
DECISIÓN
 
En virtud de los razonamientos precedentemente expuestos, esta Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley declara:
PRIMERO: SE ADMITE, a los solos efectos de su trámite y verificación por parte del Juzgado de Sustanciación de la Sala, de lo atinente a la caducidad de la acción y el agotamiento previo de la vía administrativa, el recurso contencioso administrativo de nulidad interpuesto por el abogado Reinaldo Jesús Guilarte Lamuño actuando con el carácter de apoderado judicial de la sociedad de comercio Orinoco Irons C.A.. De ser procedente su admisión, el Juzgado de Sustanciación ordenará la continuación del proceso, con la notificación de la Procuradora General de la República y del Fiscal General de la República, y de estimarlo pertinente la publicación del cartel de emplazamiento, de conformidad con lo previsto en el artículo 125 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia.
 
SEGUNDO: INADMISIBLE la acción de amparo constitucional de carácter cautelar, solicitada de manera conjunta con el recurso contencioso-administrativo a que se refieren las presentes actuaciones.
 
Publíquese, regístrese, y comuníquese. Remítase el expediente al Juzgado de Sustanciación. Cúmplase lo ordenado. 
Dada, firmada y sellada, en el Salón de Despacho de la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los (01) días del mes de julio de dos mil tres. Años 193º de la Independencia y 144º de la Federación. 
          El Presidente,
 
LEVIS IGNACIO ZERPA




                    El Vicepresidente,
 
             HADEL MOSTAFÁ PAOLINI
        La  Magistrada  Ponente
 
 
YOLANDA JAIMES GUERRERO 
 
La Secretaria,
 
 
 
ANAÍS MEJÍA CALZADILLA

YJG/ajc

Exp. Nº 2002-0492
En dos (02) de julio del año dos mil tres, se publicó y registró la anterior sentencia bajo el Nº 01010.
 
 
